En la Ciudad de San Salvador de Jujuy, Capital de la Provincia de Jujuy, República Argentina, a los nueve días del mes de junio de mil novecientos noventa y dos, reunidos en la Sala de Acuerdos del Superior Tribunal de Justicia, los señores Miembros del Tribunal Electoral de la Provincia Dres. Amado Roberto Cura, Roberto Raúl Salvador y Benjamín Burgos vieron el Expte. Nº 22- MO.RE.JU. – Año 1992, caratulado: “DRES. JULIO HECTOR COSTAS Y JORGE ANTONIO NOCETI. Solicitan Inscripción y Reconocimiento del Sub-Lema “MOVIMIENTO DE RECUPERACION DE JUJUY” p/ Elección Intendente Ciudad Perico - Lema “FREJUPE”; y 

CONSIDERANDO:
A posteriori de haber dictado resolución el Tribunal en los términos de los arts. 89 p. 4 de la Constitución Provincial; 52 y 204 inc. d) del Código Electoral de Jujuy - Ley 4564/91, por conducto de cuya normativa procediera a oficializar al candidato a Intendente Municipal propuesto por el Sub-Lema “MOVIMIENTO DE RECUPERACION DE JUJUY” (MO.RE.JU) del Lema “FRENTE JUSTICIALISTA PRODUCCION Y ESTABILIDAD” (FREJUPE), el Sr. Julio Héctor Costas, en miras al acto comicial a celebrarse en Ciudad Perico el 28 de Junio del corriente, comparece en el expediente el Sr. José Carlos Valderrama, en su carácter de apoderado del Sub-Lema “ROJO PUNZO” también del Lema “FREJUPE”, a los fines de formular “impugnación” y solicitar la “inhabilitación del señor Julio Héctor Costas para ser intendente por Ciudad Perico”, ello así, tal cual lo aduce, con “fundamento en los Arts.3, 4,cc. y ss. y de aplicación analógica al candidato ( Ley 4564/91 – Ley 3161/ 71)”.
Al enunciar las motivaciones sustantes de su impugnación, señala que el electo candidato fue denunciado penalmente  durante su actuación como Intendente Municipal “por distintos delitos inherentes a su función pública y desempeño en el cargo”, habiéndose también iniciado “Juicio Político” que no prosperó  por falta de números requeridos al efecto”, siendo que “de los tantos delitos penales denunciados que se encuentran, tramitándose, en uno de ellos ya recayó autos de procesamiento en contra del Sr. Julio Héctor Costas”, considerando por lo expresado  que el mencionado postulado “mal puede ser candidato a Intendente cuando existe en su contra un proceso penal Autos de Procesamiento…”, haciendo notar, por obra “de una manera comparativa” con los Diputados Provinciales, que “si alguna autoridad electiva con inmunidades tuviera una calificación de la que hoy tiene Julio H. Costas (Procesamiento) se hubiera pedido ya el desafuero, para tal fin, y no podría volver a sus funciones, hasta que haya habido sentencia absolutoria…”, de tal manera – continúa reflexionando – que “el caso de Costas, hoy tiene procesamiento y, tal es el análisis comparativo, que para ser candidato solo es posible con sentencia absolutiva, si no lo entiende así la justicia estaría con esta actitud poniéndose obstáculo a su propia función, justicia, en darle las inmunidades en caso de ser electo y ver así burlada en sus derechos y objetivos, la comunidad. Pero resulta obvio que con la calificación que hoy pesa sobre Costas -sigue expresando el impugnante- es motivo suficiente para su desafuero y suspender en sus funciones”, siendo de opinión que “entonces mal haría este Tribunal si no hace lugar a tal impugnación, porque si por igual delito y en ejercicio de su cargo, estaría impedido del mismo por desafuero razón para ser éste un obstáculo para ser candidato. Tal vez V.S., dirá que es inocente hasta que se pruebe lo contrario, es cierto, pero a esta altura del proceso es “culpable”, y es en esta oportunidad lo que se debe merituar y juzgar…”, haciendo, por lo demás, comentarios que refieren al Juicio Político, los presupuestos que lo tornan procedente, las inmunidades que apareja el desempeño en el cargo de Intendente, la necesidad de poseer la idoneidad moral en el candidato, presupuesto de la Ley 3161, entre otras consideraciones a las que remitimos en homenaje a la brevedad (fs. 15/16 vta.).-
La impugnada, por derecho propio y en su carácter de Apoderado del MO.RE.JU., respondiendo la sustentación  ordenada, peticiona el rechazo de la instancia electa por la impugnante, poniendo a salvo, por su parte “las acciones legales que el caso impone a fin de resguardar “su buen nombre y honor”.-

Al dejar expresado los argumentos fundantes de la postura que asume, califica a la presentación de marras de “engendro”, acusando al requirente de actuar “con avieza ignorancia y temeridad” en tanto procura fundar la impugnación en un Auto de Procesamiento que ni siquiera está firme a consecuencia de la vía  recursiva interpuesta en su contra. Niega que pudieran aplicarse de manera analógica las disposiciones contenidas en el Estatuto del Empleado Público, “sin proceso previo y sacándome del juez natural, designado por la ley antes del hecho de la causa”.-


Por último, considerando huérfanas de “respaldo probatorio y fundamentación seria “las alegaciones que en punto al desafuero, juicio político”, si se puede lo más se puede lo menos”, se formulan, estima adecuado  obviar de considerarlas, para concluir reiterando su petitorio de rechazo al planteo formulado (fs. 21/22).-


Así entonces, incorporada la prueba ordenada producir y, a la vista la ofrecida, e inserto el criterio del Ministerio Electoral, que en lo medular se pronuncia por “el rechazo de la pretensión impugnaticia” articulada en autos, fundado en textos constitucionales y la Planilla Prontuarial obrante en el trámite, la causa quedó en estado de resolver.-


De manera liminar es preciso dejar señalado, por constituir un principio recibido de orden procesal, que no es obligatorio para los jueces tratar y decidir todas las cuestiones expuestas por los litigantes en juicio, bastando que se pronuncie sobre los puntos debatidos tan sólo en cuanto su solución sea conducente a la solución del litigio, y ello es así, porque “el magistrado no tiene obligación de considerar, aceptar o refutar todas las consideraciones y citas legales de las partes, porque ello implicaría un recargo inútil en la labor judicial. Basta que estudie y considere las fundamentales, o que tengan influencia decisiva sobre el resultado de la litis” (“Notas al Código Procesal Civil de la Provincia de Jujuy”, T. I, pág. 29 ed., Imp. del Estado, 1968).-


En ese orden, cuadra poner de manifiesto que el Tribunal debió recurrir a su experiencia e imaginación para encontrar las líneas directrices que condujeran a una adecuada compresión del escrito que auspiciara la instancia impugnaticia que nos ocupa, y en cuya prueba sirvan de ejemplo elocuente los párrafos del quejoso que este órgano jurisdiccional electoral se vio precisado a glosar para arrimar evidencia de tal afirmación, y fue así que, desentrañando el sentido que estimamos se le quiso dar al mismo, reparamos que se cuestionó la postulación del Dr. Julio H. Costas a participar como candidato a Intendente en el acto comicial previsto para el 28 de Junio en Ciudad Perico, a consecuencia de haberse dictado “Auto de Procesamiento” en su contra en la causa ofrecida como prueba por ambas partes, lo normado en los arts. 3, 4, cc. y ss. del Código Electoral de Jujuy- Ley 4564/91 y lo previsto al respecto en el “Estatuto para el Personal de la Administración Pública de la Provincia de Jujuy”, Ley 3161/74, según se afirma, “de aplicación analógica al candidato”.-


Planteado el tema a resolver de la manera indicada precedentemente, corresponde que esta Corte Electoral destaque que en el Expte. Nº 9/92, caratulado: “Sr. Oscar Agustín Perassi -Apoderado- Solicita reconocimiento y oficialización del Sub-Lema FREPAL – Lema: “FREJUPE”, tramitado con motivo de las pasadas elecciones de la categoría de Intendente llevadas a cabo en el Dpto. de Palpalá, se suscitó un conflicto impugnaticio de características y/o naturaleza similares al emprendido en autos, oportunidad en la cual el Tribunal, sentando criterio, puntualizó: “que en términos de lo prescripto por las Cartas Magnas Nacional (art. 18) y Provincial (art. 27), nadie puede ser penado sin juicio previo ni ley anterior al hecho del proceso…”, máxime aún cuando de la prueba pertinente (Planilla Prontuarial de fs. 105), se deja acabadamente acreditado que el ciudadano Daza, Héctor Rubén – M.I. Nº 11.625.958, prontuario 180/903-RE, a la fecha no registra antecedentes Penales ni Judiciales, por lo que no tiene ninguna mácula de carácter penal que lo inhiba de optar por la dignidad de Intendente para intervenir en los Nuevos Comicios a celebrarse en el Municipio de Palpalá en fecha 15 de marzo del corriente año … agregando también, en punto a lo expresado en el escrito que originara este pronunciamiento, que para el supuesto de existir el hecho que diera lugar a las actuaciones individualizadas como Expte. Nº 733, es menester el Juicio Previo a la condena, toda vez que NADIE PUEDE SER PENADO O CONDENADO SIN LA TRAMITACION DE UN JUICIO durante el cual se cumplan las etapas fundamentales requeridas por el “debido proceso legal”, esto es, acusación, defensa, prueba y sentencia, puesto que hasta tanto no recae sentencia firme de condena, toda persona tiene a su favor el “principio de inocencia” (art. 29 Const. Prov.)”.-

Asimismo, meritó el indicado pronunciamiento, que si bien “de diferentes épocas la Constitución Provincial (22/10/1986) y el Código Procesal Penal (20/11/1978) esta última normativa, a título esclarecedor y de manera corroborante con la Ley Fundamental, resalta en la Nota al art. 1º, que el “principio de inocencia” debe ser entendido como el estado jurídico en que se encuentra el imputado hasta la sentencia firme que lo declare culpable, …(y que) si bien es un derecho del imputado probar todo lo que le favorezca, el “principio de inocencia” no permite que se le pueda imponer “carga probatoria” para acreditar que es inocente; debiéndose, por el contrario, demostrar que es culpable, cosa que en modo alguno ha ocurrido en el sub-examinado y por ello suficiente para declararlo apto, en los términos de la Ley,  para compulsar como candidato en las elecciones del 15 de Marzo en el Dpto. de Palpalá” (crf. Expte. cit. fs. 100/102 vta.).-

Así las cosas, no dudando que los principios jurídicos, de raigambre constitucional, electos para dirimir la controversia planteada en la causa referida precedentemente, son también de aplicación al sub-examinado, deberá estarse a ello, tanto más aún, si se advierte que en punto a la eficacia de los pronunciamientos emanados de esta Corte, “las decisiones que, por unanimidad, adopte el Tribunal Electoral resolviendo la interpretación de la Ley Orgánica de los Partidos Políticos, del régimen electoral y de las leyes y reglamentos en materia electoral, será doctrina legal y su observancia obligatoria mientras tal jurisprudencia no sea modificada” (cfr. art. 214 Ley 4564/91), aspecto este que a la fecha permanece invariable, y por serlo así, agrega una apoyatura adicional al criterio uniforme y pacífico que venimos sustentando.-

Ahora bien, en estos obrados, acudiendo a razonamientos tendientes a restringir la “garantía judicial” del “principio de inocencia”, se alegó que corresponde operar lo normado por la Ley 3161/74, art. 16, inc. 3, en tanto la misma dispone que no podrán ingresar, ni reingresar en la Administración Pública “los que tengan proceso penal pendiente”, y como en el caso de estudio lo hay – puesto que no otra cosa se evidencia con la lectura del Expte. 408/91, caratulado: “Costas, Julio Héctor y Antar, Carlos: p.s.a. de Administración Fraudulenta y Peculado – Perico”, que tuvimos a la vista, anotándose que a fs. 151/155 vta. se decidió “Procesar (arts. 326 y 328 C.P.P.) a los inculpados Carlos Alfredo Antar y Julio Héctor Costas, ya filiados, manteniendo su libertad, y calificar su conducta como supuestos autores de delitos de Peculado de conformidad a lo previsto en el art. 261, 2º párrafo del Código Penal…”, completa este modo de ver con un pensamiento “hipotético – futurista”,  que interroga respecto a como quedaría la cuestión “en la hipótesis de que el Sr. Costas, hoy está procesado, si sería condenado y el 28 resultara electo ( de no prosperar esta impugnación) podría asumir? No tendría inmunidades?, y si el Concejo Deliberante no le otorgara el desafuero, no estaría el Tribunal Electoral dándole la protección jurídica a un delincuente, por delito contra la administración?...”.-

En realidad, esta preocupación legítima del Apoderado impugnante posibilita respuestas, si bien de variada naturaleza, todas confluyen en una solución: la postura del quejoso debe ser desestimada.-


En efecto, una primera aproximación, que aporte luz en el conflicto sometido a estudio de esta Corte, ilustra que a la fecha el candidato cuestionado se encuentra calificado provisoriamente y dicha resolución recurrida en apelación ante el órgano jurisdiccional correspondiente, o lo que es lo mismo, que tal imputación en sede de instrucción no se encuentra firme, y si así lo fuera, todavía no puede reputarse culpable al encartado por no haber transitado la causa la etapa del plenario, con el agotamiento de las instancias y requisitos de orden procesal que la Constitución y la Ley determina, ya explicitados en esta elaboración.-

Pero además, también es evidente que al momento de redactarse este pronunciamiento, la elección convocada para que el cuerpo electoral de Ciudad Perico opte por la persona que asumirá la dignidad de Intendente Municipal todavía no se ha materializado, por ende el Sr. Costas, ni otro candidato tampoco, ha sido distinguido en esa calidad por el pueblo municipal, y como una consecuencia de ello, este Tribunal no tiene a su disposición requerimiento alguno que le permita dirimir si el eventualmente electo debe o no asumir, ni menos si el Concejo Deliberante impulsaría el trámite de un supuesto desafuero, ni menos aún, que el Tribunal le estaría dando una protección jurídica a un delincuente.- 

En estas circunstancias, toda decisión que esta Corte Electoral pudiera asumir se torna hipotética. No se ha demostrado hasta ahora un gravamen concreto y actual, sino la posibilidad de agravios hipotéticos futuros, mensurables de distinta forma, y es por ello que cabe recordar que para situaciones similares ha dicho nuestro mas alto Tribunal que no corresponde pronunciamiento judicial sobre agravios futuros o meramente conjeturales (cfr. Fallos, t. 293, p. 163; t. 293, p. 443; y muchos otros mas).-


Una segunda óptica que también exige formular respuesta negativa al planteo propiciado en autos, tiene sustento legal en la elaboración  doctrinaria que diera nacimiento al principio de la “Supremacía Constitucional”, cuyo leading case “Marbury c/ Madison” del año 1803, fuera el antecedente inmediato en Estados Unidos, y en esos términos receptado por el Constituyente en el art. 31 de la Carta Magna Nacional y en el 15 de la Provincial.-

La Supremacía de la Constitución podemos apreciarla en un doble sentido: 

a) En un sentido FACTICO: significa que dicho texto normativo es fundamento y base de todo el orden jurídico – político del Estado;

b) En un sentido de SUPERLEGALIDAD: porque exige que todo el orden jurídico – político debe ser congruente o compatible con la Constitución, ya se trate de actos provenientes del Estado o Privados.-
La Supremacía Constitucional deja supuesta “una gradación jerárquica del orden jurídico”, que de esta manera resulta escalonado en planos distintos, los mas altos subordinan a los inferiores y todo el conjunto  debe estar subordinado a la Constitución. La Constitución es establecida por un “Poder Constituyente”, de lo que se desprende que el “Poder Constituido” o “Poder del Estado” no puede ni debe sublevarse contra tal CONSTITUCION PROVENIENTE DE UN PODER DISTINTO AL CONSTITUIDO.-


Así entonces, transportando al ilustración doctrinaria al caso puntual que esta Corte debe dirimir, no asisten dudas para afirmar que la referencia legal contenida en el art. 16 inc. 3 Ley 3161/74, propiciada para su aplicación analógica, no puede funcionar,  y ello es así, porque la norma constitucional instituye que “ningún habitante de la Provincia puede ser penado  sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso…” (art. 27, p. 1, C. Prov.), no pudiendo pretenderse, como se lo hace en la especie, que ya se considere por aplicada una pena y dictada una condena por efecto de una calificación provisoria que no se encuentra siquiera firme en términos procesales; desconociéndose, por obra de idéntico razonamiento que “toda persona es inocente mientras no sea declarada su culpabilidad por sentencia firme de juez competente, dictada previo proceso penal público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa” (cfr. art. 29 p. 4 Const. Prov.).-


Nuestra Corte Suprema Nacional tiene dicho en un fallo liminar: “Que es elemento de nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en que se hallan los Tribunales de Justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no su conformidad con estas, y abstenerse de aplicarlas, si las encuentra en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora uno de los fines supremos y fundamentales del Poder Judicial Nacional y una de las mayores garantías con que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e involuntarios de los poderes públicos” (5-12-1865).-


En razón a lo expuesto, cuyo sustento fáctico y legal consideramos suficiente, es preciso declarar que la pretensión interpuesta en términos de impugnación al pronunciamiento que oficializaba la candidatura del postulado Julio Héctor Costas, debe ser rechazada.-


Por ello, el Tribunal Electoral de la Provincia;        

 RESUELVE:


1º) Rechazar la instancia impugnaticia deducida por el Sr. José Carlos Balderrama, Apoderado del Sub – Lema “Rojo Punzo”, perteneciente al Lema “Frente Justicialista Producción y Estabilidad” (FREJUPE), en contra del Sr. Julio Héctor Costas, en su carácter de candidato propuesto a Intendente por el Sub – Lema “Movimiento de Recuperación de Jujuy” (MO.RE.JU.), también del Lema FREJUPE, para intervenir en las próximas elecciones que en la indicada categoría se realizarán en Ciudad Perico el 28 de Junio de 1992.-


2º) Transcribir en el Libro de Actas, hacer saber.-


